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Pereira, mayo cinco de dos mil dieciséis
   



Corresponde a esta Sala Unitaria, decidir lo relacionado con el impedimento manifestado por el señor Juez Primero Civil del Circuito de Pereira, en esta acción popular que Andrés Mauricio Arboleda, coadyuvado por Javier Elías Arias Idárraga, inició frente a HELM BANK S.A. 

   



ANTECEDENTES

  



Andrés Mauricio Arboleda presentó acción popular contra el banco HELM BANK S.A.; admitida la demanda, contestada por el Municipio de Pereira y aceptada la coadyuvancia del señor Javier Elías Arias Idárraga, previa solicitud, el Juez Primero Civil del Circuito se declaró impedido para seguir el trámite, dado que había “… ordenado compulsar copias ante la Fiscalía General de la Nación para que esta investigue una posible conducta punible por el señor JAVIER ELIAS ARIAS IDARRAGA al interior del presente asunto.” 
   



Remitida la actuación al Juzgado Segundo de esa especialidad, la funcionaria no aceptó el impedimento, ya que ese hecho no está contemplado en el artículo 141 del Código General del Proceso como causal de impedimento, se requiere haber formulado denuncia penal en contra del coadyuvante “… y como se ha dicho el juez se limitó a ordenarle al secretario del Juzgado, por medio de auto, que enviara unas copias a la Fiscalía General de la Nación.” Además, el posible impedimento desapareció desde el 4 de marzo debido al traslado del funcionario.     
   



Así que la decisión debe ser adoptada por el superior, como manda el inciso tercero del artículo 143 del Código General del Proceso.
   



CONSIDERACIONES   
Como viene de decirse, en los términos del artículo 143 del Código General del Proceso, y en Sala Unitaria, por mandato del artículo 35 del mismo estatuto, corresponde definir la legalidad del impedimento manifestado por el Juez Primero Civil del Circuito de Pereira.
En primer lugar debe indicarse, como bien lo explicó la juez que no aceptó el impedimento, que el presente tramite se inició el 25 de febrero del presente año y por lo mismo no se rige por el C. de P. Civil, sino por las disposiciones del Código General del Proceso, que entró en vigencia a partir del 1º de enero del presente año, atendiendo lo que prevé el artículo 624 del último estatuto
.  
Bien se sabe que las causales de impedimento y de recusación tienen una finalidad específica que es la de garantizar a las partes una absoluta imparcialidad del juez, en aras de que se mantenga incólume el derecho al debido proceso; pero, además tienen la característica de ser taxativas. Precisamente, por esta peculiaridad, es necesario que la razón que esgrime el funcionario esté prevista en la ley y, adicionalmente, que respecto de ella concurran todos los elementos que le son propios.

   



Para el caso que nos atañe, por el hecho de ordenar “… compulsar copias ante la Fiscalía General de la Nación para que se investigue una posible conducta punible por el señor JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA …”, el entonces Juez Primero Civil del Circuito, invocó como causal para separarse del proceso la contemplada en el numeral 8º del artículo 150 del C. de P. Civil, hoy numeral 8º del artículo 141 del Código General del Proceso, norma última que, como antes se dijo, es la aplicable en el presente asunto y que expresamente indica como causal de impedimento
 “Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer grado de consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes o su representante o apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como parte civil o víctima en el respectivo proceso penal.”
Al respecto, es pertinente aclarar lo que significa una denuncia en materia penal con el fin de darle respuesta al problema jurídico aquí planteado y verificar si en realidad el hecho de disponer el envío de copias se encuentra dentro de esa figura. Bastaría ir a la definición que trae el diccionario de la RAE para ver que en derecho, es dar una noticia, de palabra o por escrito, a la autoridad competente de haberse cometido algún delito o falta; o bien, es el documento en el que consta esa noticia. 
Sobre el punto el artículo 67 del Código Procedimiento Penal señala que “Toda persona debe denunciar a la autoridad los delitos de cuya comisión tenga conocimiento y que deban investigarse de oficio. El servidor público que conozca de la comisión de un delito que deba investigarse de oficio, iniciará sin tardanza la investigación si tuviere competencia para ello, en caso contrario, pondrá inmediatamente el hecho en conocimiento ante la autoridad competente.”
Por su parte la Corte Constitucional en sentencia C-1177 de 2005, dejó claro que: 

”El acto de denuncia tiene carácter informativo en cuanto se limita a poner en conocimiento de la autoridad encargada de investigar la perpetración de una conducta presumiblemente delictuosa, con indicación de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se realizó y de los presuntos autores o partícipes, si fueren conocidos por el denunciante. No constituye fundamento de la imputación, ni del grado de participación, o de ejecución del hecho, careciendo, en sí misma, de valor probatorio.”

De lo cual se puede extractar, contrario a lo resuelto por la Juez Segunda Civil del Circuito, que el acto de ordenar la remisión de copias al juez penal, constituye una verdadera denuncia, pues en ella se está dando una orden por parte de un servidor público (Juez) en la que pone en conocimiento de la autoridad judicial respectiva un hecho presuntamente delictivo, y ese solo hecho da pie para encontrar probada la causal esgrimida, pues en realidad la norma no hace ninguna distinción, es general, o sea, que la sola noticia en este caso es suficiente para que el funcionario se encuentre incurso en la causal 8ª del artículo 141 del Código General del Proceso y deba separarse del conocimiento del proceso.  
Y a pesar de que en el presente asunto no se dispuso el envío de copias, lo cierto es que la orden está dada en varios expedientes mediante un auto en firme
, que da fe de la real denuncia del funcionario y su incursión en la causal de impedimento alegada. 
Esto sería suficiente para concluir que la Juez Segundo Civil del Circuito ha debido aceptar la causal de impedimento. 

Sin embargo, ella adujo otra razón, que es la de haber desaparecido la causal invocada. Y eso es cierto, según constancia que precede, pues el funcionario que formuló la denuncia, Dr. Germán Echeverri Cardozo, ya no funge como Juez primero Civil del Circuito de Pereira, pues fue trasladado a otro Distrito Judicial. 

Diríase, en principio, que tal razonamiento, sin embargo, se torna inadmisible, por cuanto, de una parte, aquella mención que traía el artículo 153 del C. de P. Civil acerca de que “…si desaparece la causal invocada en contra del funcionario, volverá a este el conocimiento del asunto” se refería al caso concreto en el que por no existir otro juez del mismo ramo y categoría que le siguiera en turno a quien se declaraba impedido, era el Tribunal respectivo el que designaba qué funcionario resolvería sobre el mismo y asumiría el conocimiento si lo aceptaba, que no es la situación que aquí ocurrió; y de la otra, porque esa previsión no quedó contemplada en el C. General del Proceso, como tampoco en el CPACA, normas que por remisión se aplican en las acciones populares. 

Pero, se dice que en principio, porque si la finalidad de estas figuras, según se explicó, es servir de filtro en un proceso determinado en el que la imparcialidad del juez puede verse afectada por una de las circunstancias que taxativamente señala la ley, permitiéndole al funcionario dar un paso al costado para no sacrificar con ello los intereses de una o de ambas partes, y de paso los suyos, bien puede decirse que en este caso la situación ha variado en tal medida que ello es de imposible ocurrencia, al menos frente a quien fue el autor de la denuncia penal, Dr. Echeverri Cardozo, por la potísima razón de que ya no es el titular del despacho, ni se espera que lo vuelva a ser en el futuro inmediato y, por consiguiente, ni estará al frente de la acción popular, ni será quien dicte la sentencia. 

Si ello es así, por más que la norma no lo contemple, en atención a que hasta ahora lo único que ha ocurrido es que la Juez Segundo Civil del Circuito de Pereira se pronunció sobre la causal, e incluso lo hizo cuando ya se había producido el cambio en aquel otro despacho, pero no ha asumido el conocimiento del asunto, dejarlo allí carecería de sentido práctico y jurídico, cuando ya en el nuevo titular del despacho de origen no se avista la causal de impedimento. 

Es por estas razones, entonces, que se declarara infundado el impedimento y se dispondrá la devolución de la actuación al Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad. 

  



DECISIÓN

  



En armonía con lo discurrido, esta Sala Unitaria del Tribunal Superior de Pereira DECLARA INFUNDADO el impedimento manifestado por el señor Juez Primero Civil del Circuito de Pereira, en esta acción popular. 
  



Vuelva el expediente a ese despacho judicial para que continúe el trámite. 
   



Contra esta decisión no procede recurso alguno y de ella se informará al Juzgado Segundo Civil del Circuito local.  

  



Notifíquese y cúmplase

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� “las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.”


� 2015-0035-01, 2015-00031-01, 2015-00027-01, 2015-00022-01, entre otros, de más de treinta acciones populares que arribaron a esta Sala para resolver sobre el impedimento, todas ellas iniciadas o coadyuvadas por Javier Elías Arias Idárraga. 
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